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INFORME No. 161/10
PETICIÓN P- 4554-02
SOLUCIÓN AMISTOSA
VALERIO OSCAR CASTILLO BÁEZ

ARGENTINA

1º de noviembre de 2010

I.
RESUMEN

1. El 21 de noviembre de 2002, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisión" o la "CIDH") recibió una petición presentada por Valerio Oscar Castillo Báez, Pablo Gabriel Salinas Cavalotti, y Rosa Irene Viudez (en adelante "los peticionarios ") contra la República Argentina (en adelante" el Estado "o" Argentina ") en relación con la persecución política de Valerio Oscar Castillo Báez. Los peticionarios alegan que estos hechos tienden a establecer violaciones del derecho a un juicio justo, derecho a la propiedad, derecho a igual protección ante la ley, y el derecho a la protección judicial, según lo establecido en los artículos 8, 21, 24 y 25 de la Convención sobre los Derechos Humanos (en adelante "la Convención" o "la Convención Americana").
2. Los peticionarios alegaron que la presunta víctima fue detenido durante la dictadura militar desde el 5 de mayo de 1980 hasta el 13 de abril de 1982, acusado ante la justicia federal de infringir la Ley No. 20.840 que tipificaba como delito la participación en partidos políticos considerados subversivos, y absuelto el 13 de abril de 1982 por el Juzgado Federal No. 1 de Mendoza. Señalan también que solicitaron sin éxito ante las autoridades competentes la indemnización por daños y perjuicios que correspondía a Valerio Oscar Castillo Báez, en razón a que la Ley 24.043, establecía el pago de una indemnización para aquéllos que habían sido puestos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional o  hubiesen sufrido detención de actos emanados de Tribunales o autoridades militares. Por su parte, el Estado se abstuvo de presentar observaciones en el presente caso.
3. En el presente informe de solución amistosa, según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y en el artículo 41(5) del Reglamento de la Comisión, se efectúa una reseña de los hechos alegados por los peticionarios y se transcribe el acuerdo de solución amistosa, suscrito el 2 de octubre de 2008, por parte del Dr. Pablo Gabriel Salinas, en representación de los peticionarios; y por la otra parte, en representación del Gobierno de la República Argentina, por el Subsecretario para la Protección de los Derechos Humanos, el Dr. Luis Hipólito Alen, y por el Asesor del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, Dr. Jorge Nelson Cardozo. Asimismo, incluye una copia del Decreto N º 399/09 que aprueba la solución amistosa firmado el 27 de abril de 2009, por la Presidenta de la República Argentina, Dra. Cristina Fernández de Kirchner, el Canciller del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, Dr. Jorge E. Taiana, y el Ministro de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, Dr. Aníbal D. Fernández. Finalmente, se aprueba el acuerdo suscrito entre las partes y se acuerda la publicación del presente informe.
II. 
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. El 2 de mayo de 2006, se dio inicio al trámite de la petición en relación con las presuntas violaciones de los artículos 8, 21, 24 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1 (1) y 2 de dicho instrumento. En aplicación a lo dispuesto en el artículo 30 de su Reglamento, la CIDH concedió al Estado el plazo de dos meses para presentar sus observaciones. 
5. Los peticionarios presentaron comunicaciones por escrito a la Comisión en las siguientes fechas: 18 de diciembre de 2003; 21 de julio 2004, y 16 de febrero 2006.
6. Por su parte, el Estado presentó comunicaciones escritas en las siguientes fechas: 5 de julio 2006, 7 de agosto 2006, y 4 de junio 2009.
7. El 19 de junio de 2009, la CIDH recibió un documento del Ministerio de Asuntos Exteriores de la República Argentina que contenía el acuerdo de solución amistosa firmado el 2 de octubre de 2008 por las partes. En representación de los peticionarios firmó el acuerdo el Dr. Pablo Gabriel Salinas, y en representación del Gobierno de la República Argentina, lo suscribió el Subsecretario para la Protección de los Derechos Humanos, el Dr. Luis Hipólito Alen, y el Asesor del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, Dr. Jorge Nelson Cardozo. Además, en dicha comunicación se incluye una copia del Decreto N º 399/09 de fecha 27 de abril de 2009, suscrito por la Presidenta de la República Argentina, Dra. Cristina Fernández de Kirchner, el Canciller del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, Dr. Jorge E. Taiana, y el Ministro de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, Dr. Aníbal D. Fernández, por medio del cual se aprueba el arreglo amistoso.  
III. 
HECHOS

8. Los peticionarios alegaron que el 5 de mayo de 1980, Valerio Oscar Castillo Báez fue detenido por personal de la Octava Brigada de Infantería de Montaña y recluido en la División de Investigación de Mendoza. Alegan que el 30 de mayo de 1980, por presión de la familia, la supuesta víctima fue trasladada a la Penitenciaría de Mendoza, sin poder comunicarse con sus familiares o con un abogado, y sin ser informado de los cargos en su contra.
9. Asimismo, los peticionarios indicaron que el 30 de julio de 1980, la presunta víctima y otros detenidos fueron llevados al Tribunal Federal N º 1 de Mendoza por la supuesta violación de la Ley 20.840, que tipificaba como delito la pertenencia a partidos políticos considerados como subversivos. En este caso, la supuesta víctima era  miembro del Partido Comunista. El Tribunal Federal ordenó su prisión preventiva y tramitó dos procesos contra los detenidos, resultando el Sr. Castillo absuelto en ambos y en consecuencia, se ordenó su libertad el 13 de abril de 1982.
10. Los peticionarios alegan que tras el regreso de Argentina a la democracia, la presunta víctima solicitó, al amparo de la ley 24.906, se le concediera el beneficio consagrado en la ley 24.043, la cual contemplaba el resarcimiento económico a favor de las personas que hubieran sido puestas a disposición del Poder Ejecutivo Nacional durante la vigencia del estado de sitio, o que hubiesen sufrido detención en virtud de actos emanados de tribunales o autoridades militares. 
11. Indican los peticionarios que en febrero de 1999, por orden de la Resolución del 12/99 del Ministerio del Interior, se le concedió a la presunta víctima una indemnización por ochenta y seis días contados a partir de la fecha de su detención hasta el momento en que fue llevado a la Corte Federal N º 1 de Mendoza. Sin embargo, el Ministerio se negó a indemnizar a la víctima respecto del tiempo restante que el Sr. Castillo permaneció detenido, aduciendo que se había dictado una orden de prisión preventiva en su contra por parte de un tribunal civil, dentro de un proceso regular.
12. Los peticionarios señalaron, además, que la presunta víctima interpuso entonces un recurso directo contra la resolución del Ministerio del Interior que se tramitó ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal bajo el No. 677/00. La Cámara Nacional rechazó in limine el recurso el 5 de septiembre de 2000, aduciendo que la presunta víctima estuvo sólo a disposición de las autoridades militares hasta el 30 de julio 1980, de modo que los derechos de la presunta víctima fueron subsanados toda vez que sus registros fueron transferidos a la Corte Federal N º 1.
13. Los peticionarios señalan que la Cámara Nacional no tuvo en cuenta que la presunta víctima estuvo encarcelada desde 5 de mayo 1980, hasta el 13 de abril 1982, esto es, por un período de 712 días.
14. Además, los peticionarios mencionan que otros miembros del Partido Comunista que fueron detenidos por el mismo motivo obtuvieron el beneficio consagrado en la Ley 24,043. Alegan que los miembros del Partido Comunista que fueron detenidos junto con la presunta víctima, permanecieron privados de la libertad por un período de tiempo similar, y fueron procesados por las mismas actividades con anterioridad a pasar a disposición del Tribunal Federal N º 1. Los  peticionarios indican que el Sr. Castillo fue el único miembro del Partido Comunista al que se le negaron los beneficios de la Ley 24.043. Señalan que a pesar de este argumento, el Tribunal Federal de Apelación rechazó su solicitud. Además, la Corte Suprema de la Nación rechazó el recurso extraordinario que habilitó mediante la queja, por razones estrictamente formales, sin analizar el fondo.
15. Los peticionarios alegan que el Estado habría actuado de manera arbitraria al negar a la presunta víctima el reconocimiento de la indemnización solicitada, razón por la que sostienen que al Sr. Castillo fue discriminado y privado de los beneficios de la ley.
 
16.
Finalmente, los peticionarios solicitaron que el Estado Argentino sea declarado responsable de  las violaciones del derecho a un juicio justo, derecho a la propiedad, derecho a igual protección ante la ley, y el derecho a la tutela judicial, según lo establecido en los artículos 8, 21, 24 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos.

IV. SOLUCION AMISTOSA
17. El 2 de octubre de 2008, los peticionarios representados por el Dr. Pablo Gabriel Salinas, y el Gobierno de la República Argentina representada por el Subsecretario para la Protección de los Derechos Humanos, el Dr. Luis Hipólito Alen y por el Asesor del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, Dr. Jorge Nelson Cardozo, firmaron el acuerdo siguiente:
ACUERDO DE SOLUCION AMISTOSA
Las  partes en la petición No. P-4554-02 del registro de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos- Valerio Oscar Castillo Báez- los peticionarios, representados en este acto por el Dr. Pablo Gabriel Salinas, y el Gobierno de la República Argentina, en su carácter de Estado parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en adelante la “Convención”, actuando por expreso mandato de los artículos 99 inciso 11 y 126 de la Constitución de la Nación Argentina, representado por el señor Subsecretario de Protección de Derechos Humanos de la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación Sr. Luis Hipólito Alen, y por el señor asesor del Gabinete del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional de Derechos Humanos que han de informar a la ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos que ha llegado a un acuerdo de solución amistosa de la petición cuyo contenido se desarrolla a continuación solicitando que en orden al consenso alcanzado la misma sea aceptada y se adopte el consecuente informe previsto por el artículo 49 de la Convención.
I. Antecedentes.
Con fecha 24 de junio de 1992, los denunciantes iniciaron una petición a favor de señor Valerio  Castillo Báez contra el Estado argentino. En ese marco, relataron que el señor Castillo Báez había estado detenido durante el último gobierno militar, desde el 5 de mayo de 1980 hasta el 13 de abril de 1982, acusado ante la justicia federal de infringir la ley No. 20.840, hoy derogada, por entonces vigente. Tiempo después, el señor Castillo Báez solicitó ante las autoridades competentes la indemnización contemplada en la ley No. 24.043, en el entendimiento que la situación padecida por éste resultaba homologable a los casos específicamente contemplados por la norma. Sin embargo, su pedido fue rechazado bajo el argumento de que el caso del señor Castillo Báez no encuadraba en las disposiciones de la ley atento a que éste había sido juzgado y condenado por la justicia federal.
II. El proceso de solución amistosa.

Luego de evaluar la petición, la Comisión decidió dar traslado al Estado argentino conforme lo previsto por el artículo 48 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Una vez analizado el caso del señor Castillo Báez, y sin que implique reconocimiento a las cuestiones de hecho y de derecho planteadas en la petición, el Estado argentino comunicó a la CIDH, su voluntad de abrir un espacio de diálogo tendiente a explorar la posibilidad de una solución amistosa.

Posteriormente, el representante del peticionario elevó a la Cancillería un escrito en  el cual especificó sus expectativas con respecto del proceso. En dicho marco se mantuvieron distintas reuniones de trabajo en las que se verificó que de las constancias aportadas en la petición surge, prima facie, que el señor Castillo estuvo detenido entre el 5 de mayo de 1980 y el 13 de abril de 1982 en el  marco de la causa No. 72.967 D caratulada “Fiscal c/ Berlanga Aurelio y otros, y sus acumulados y anexos No. 72.968-D y 73.128-D que tramitara ante el Juzgado Federal de la Primera Instancia No. 1 de Mendoza.
En ese sentido, si bien el confinamiento del peticionario obedeció a una decisión adoptada por autoridades judiciales, quedando por tanto excluida de las previsiones de la ley 24.043 la base normativa que la justificó, reposa en las disposiciones de la ley 20.840, titulada como “Ley de Seguridad Nacional, Penalidades para las actividades subversivas en todas sus manifestaciones”, que fuera notoriamente utilizada por la dictadura militar para judicializar la persecución a sus opositores políticos. Fue precisamente tal circunstancia la que propició que una vez recuperado el Estado de Derecho, el Congreso de la Nación a través de la ley 23.077, derogara los artículos 1 a 5 de dicha norma.
La política reparatoria del Estado argentino en materia de terrorismo de Estado se nutre e inspira en el derecho internacional que impone a los Estados respetar y garantizar la irrestricta vigencia de los derechos humanos. Ello importa que frente a la violación de dichos derechos, el Estado este obligado a adoptar todas aquellas medidas que fueran necesarias para investigar los hechos, sancionar a los responsables, reparara adecuadamente a la víctima, y adoptar medidas de no repetición. Desde tal perspectiva  fue precisamente un acuerdo de solución amistosa ante la Comisión de Derechos Humanos en el informe 28/92, y la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Birt y otros” el que da origen al Decreto 70/91 y posteriormente a las leyes 24.043 y 24.411 en cuyo contexto se intentó dar satisfacción reparatoria al universo de víctimas de la última dictadura.
Sin embargo, determinados escenarios como el que hoy se presenta ante el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos han quedado desprovistos de  toda respuesta reparatoria por parte del Estado. Como ha quedado señalado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el Informe 28/92 y la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos “Barrios Altos” y “Bulacio”, los Estados tienen el deber jurídico de reparar adecuadamente a las víctimas de violaciones a los derechos humanos. Es, además, un principio de derecho internacional pacíficamente aceptado, que un Estado no puede oponer obstáculos de derecho interno para justificar el incumplimiento de una obligación Internacional. Desde tal perspectiva, el Estado considera que el señor Valerio Oscar Báez ha sido víctima de persecución política por la dictadura militar que asoló la República entre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de diciembre de 1983 a través de la aplicación en su contra de una norma jurídica cuyo único objeto y fin consistió en criminalizar toda actividad opositora en franca violación a los derechos y garantías consagrados en la Convención sobre Derechos Humanos. Atento a ello, y en cumplimiento de las obligaciones Internacionales que le caben en materia de derechos humanos, el Estado argentino considera que el peticionario tiene derecho a ser reparado adecuadamente por las violaciones padecidas.
III. 
Medidas a adoptar

1. Las partes convienen en que se otorgará al señor Valerio Oscar Castillo Báez, una reparación pecuniaria de acuerdo al esquema previsto por la ley 24.043 considerando a tal efecto la totalidad del periodo en el que permaneció efectivamente detenido que no fuera indemnizado en el marco del expediente MI No. 329.637/92. El trámite administrativo deberá ser iniciado ante la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación de conformidad con la competencia atribuida por la citada ley, quien deberá adoptar todas las medidas necesarias para certificar el tiempo que efectivamente estuvo detenido el señor Castillo Báez en virtud de la aplicación de la ley 20.840.
2. El Estado se compromete además a elaborar, a través de su Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación un Proyecto de modificación de la Ley 24.043 con el objeto de incluir, en las condiciones que se consideren apropiadas, los casos de privación de la libertad sustentada en la norma. Asimismo, el Estado se compromete a hacer sus mejores esfuerzos para su pronta remisión al Congreso Nacional.
3. Los peticionarios, renuncian de manera definitiva e irrevocable, a iniciar todo otro reclamo de cualquier naturaleza contra el Estado nacional en relación con el presente caso.
III. Petitorio

El Gobierno de la República Argentina y los Peticionarios celebran la firma del presente acuerdo, manifiestan su plena conformidad con su contenido y alcance y valoran mutuamente la buena voluntad puesta de manifiesto en el proceso de negociación. En tal sentido, se deja constancia que el presente acuerdo deberá ser aprobado por Decreto del Poder Ejecutivo Nacional, oportunidad en la cual se solicitará a la Comisión Internacional de Derechos Humanos la ratificación del acuerdo de solución amistosa alcanzado mediante la adopción del informe previsto en el artículo 49 de la Convención Americana de Derechos Humanos.

18. El 27 de abril de 2009, el Gobierno de la República Argentina publicó el Decreto 
N º 399/09, mediante el cual ratificó el acuerdo de solución amistosa.
V.
DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO
19. La CIDH reitera que de acuerdo con los artículos 48(1)(f) y 49 de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”.  La aceptación de llevar a cabo este trámite, expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención, en virtud del principio pacta sunt servanda. También, desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención, permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa, y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante y efectivo de solución, que puede ser utilizado por ambas partes. 
20. La Comisión Interamericana ha seguido de cerca el desarrollo de la solución amistosa alcanzada en este caso. La Comisión valora altamente los esfuerzos de las partes para llegar a este acuerdo y, a solicitud del Estado, declara que es compatible con el objeto y propósito de la Convención.
VI.
CONCLUSIONES
21. Con base en las consideraciones anteriores, y de conformidad con el procedimiento previsto en los artículos 48 (1) (f) y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su profundo agradecimiento por los esfuerzos realizados por las partes y su satisfacción por el logro del acuerdo de solución amistosa obtenido en este caso en coherencia con el objeto y propósito de la Convención Americana.
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE:
1.
Aprobar los términos del acuerdo de solución amistosa firmado por las partes el 2 de octubre 2008.
2. Continuar con el seguimiento y supervisión de todos y cada uno de los puntos del acuerdo de solución amistosa, para recordar a las partes su compromiso de informar periódicamente a la CIDH sobre el cumplimiento de este acuerdo de solución amistosa.

3. Hacer público el presente informe e incluirlo en su informe anual a la Asamblea General.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., al 1º  día del mes de noviembre de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, y Rodrigo Escobar Gil Miembros de la Comisión. 
La que suscribe, Elizabeth Abi-Mershed, en su carácter de Secretaria Ejecutiva Adjunta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 49 del Reglamento de la Comisión, certifica que es copia fiel del original depositado en los archivos de la Secretaría de la CIDH.

Elizabeth Abi-Mershed
Secretaria Ejecutiva Adjunta
